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			Introducción 




			



			 






			Este libro va especialmente destinado al cooperativista que se encuentra muchas veces con la sensación de haber adelantado dinero por su vivienda sin recibir a cambio lo prometido. La fórmula cooperativa es una brillante idea para adquirir una casa en iguales condiciones que en el mercado pero más barata. Nosotros apostamos y apostaremos por ella. Lo malo es que, a veces, la brillante idea puede convertirse en una trampa si el proyecto cooperativo ha sido impulsado por personas con muy poca preparación. Auténticos gañanes que han comprometido los únicos ahorros de familias en la adquisición de terrenos de dudosa viabilidad urbanística. Una vez anticipada una gran cantidad de dinero, cuesta aceptar que se ha perdido; se prefiere continuar con los desembolsos basados en falsas esperanzas como si se tratara de un camina o revienta. 




			Además, en la promoción inmobiliaria cooperativa existen con frecuencia supuestos de falsa cooperación o promoción encubierta. Suele suceder que el gestor de la cooperativa, verdadero conocedor de la materia, en realidad es el que toma las decisiones y los cooperativistas son convidados de piedra (a veces porque así lo quieren) aguardando simplemente la entrega de sus viviendas. Si el gestor es buen profesional la vivienda se entregará sin especiales incidencias; si no lo es, la zozobra está garantizada.  




			Como nos decía un profesor de Derecho administrativo: «Me conformaría con que mi alumno dominara los cien conceptos claves de la asignatura». Este libro por tanto no es un manual de gestión de cooperativas, sino una exposición de los conceptos clave dirigida al verdadero protagonista: el cooperativista.  




			Las normas y resoluciones judiciales que citamos son consultables todas en ellas en internet en www.poderjudicial.es o en www.noticias.juridicas.com. En todo caso y a diferencia de la obra homóloga que hemos realizado sobre comunidades de vecinos, en este libro no nos apoyamos tanto en resoluciones judiciales porque en cooperativas de viviendas la vía judicial es un auxilio excepcional. El proyecto cooperativo es efímero y costoso, resulta caro litigar por irregularidades más o menos graves que el tiempo puede hacer olvidar. Además es chocante la poca atención que el cooperativismo de viviendas ha tenido en los profesionales del Derecho. Sirvan estas líneas para paliar, en una diminuta medida, tan deficitaria situación.  




			El libro centra sus respuestas teniendo como referencia la ley estatal, pero no nos olvidemos de que hay quince leyes autonómicas que regulan en su ámbito respectivo las cooperativas de viviendas; por ello, cuando lo hemos considerado conveniente, hemos destacado algunas de sus peculiaridades. El lector debe tener presente siempre que las contestaciones pueden variar si nos atenemos a la legislación autonómica, pero dichas variaciones no serán sustanciales y la contestación le será siempre de utilidad.


			

			Vaya para terminar una última llamada de atención a la administración autonómica para que dedique de forma preventiva más recursos de control e inspección en esta materia. Los cooperativistas tienen su economía al límite y necesitan apoyos. Atender esa llamada sí sería cumplir el mandato de nuestra Constitución (artículo 129.2) de fomentar el cooperativismo. 
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			¿Qué es una cooperativa de viviendas?




			



			 






			Era mi primer trabajo y me habían presentado al que sería mi jefe como  una de las personas con más conocimientos sobre las cooperativas en España. Tras una semana de lectura atenta de la ley de cooperativas, le pregunté: «Tengo una duda, ¿qué es la ACI?». Él exclamó: «¡¿La qué?!». «La  Alianza Cooperativa Internacional», aclaré. Entonces contestó: «¡Jamás  había oído hablar de eso!». Pronto confirmé que no había leído la ley de  cooperativas ni por asomo. 




			



			 


			

			





			Clave: La cooperativa es un promotor inmobiliario que construye viviendas para sus socios.  




			




			 






			Según la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) una cooperativa es una «asociación autónoma de personas unidas voluntariamente para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales en común a través de una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática». 




			Si nos referimos a cooperativas de viviendas, evidentemente la definición anterior es la adecuada, con la particularidad de que la asociación de personas persigue principalmente procurarse una vivienda para sí o sus familiares. Las cooperativas son autopromotores inmobiliarios formados por varios socios que pretenden conseguir, sobre todo, un ahorro en el coste económico de la obtención de una vivienda. 




			Uno de los antecedentes más significativos del cooperativismo fue la existencia a mediados del siglo XIX en Inglaterra de los llamados Pioneros de Rochdale; personas que agrupaban a productores o consumidores que, con intereses afines, pretendían obtener cierta autosuficiencia económica mediante un funcionamiento democrático basado en la ayuda mutua y la igualdad de derechos. 




			Esta sociedad (Rochdale Society of Equitables Pioneers) fue una importante referencia del movimiento cooperativo que quedó consagrado con la constitución de la Alianza Cooperativa Internacional (ACI), a finales del siglo XIX. La ACI fue y sigue siendo una organización no gubernamental independiente que reúne, representa y sirve a organizaciones cooperativas en todo el mundo.  




			Uno de los objetivos de este organismo es la correcta formulación de unos principios basados en los valores del cooperativismo: la autoayuda, la autorresponsabilidad, la democracia, la igualdad, la equidad y la solidaridad. 




			Los principios son los siguientes:  




			



			 






			• Primer principio: adhesión voluntaria y abierta. Las cooperativas son organizaciones voluntarias, abiertas a todas las personas capaces de utilizar sus servicios y dispuestas a aceptar las responsabilidades de ser socio, sin discriminación social, política, religiosa, racial o de sexo.


			• Segundo principio: gestión democrática por parte de los socios. Las cooperativas son organizaciones gestionadas democráticamente por los socios, los cuales participan activamente en la fijación de sus políticas y en la toma de decisiones. Los hombres y las mujeres elegidos para representar y gestionar las cooperativas son responsables ante los socios. En las cooperativas de primer grado, los socios tienen iguales derechos de voto (un socio, un voto), y las cooperativas de otros grados están también organizadas de forma democrática.


			• Tercer principio: participación económica de los socios. Los socios contribuyen equitativamente al capital de sus cooperativas y lo gestionan de forma democrática. Como mínimo, parte de ese capital normalmente es propiedad común de la cooperativa. Habitualmente, los socios reciben una compensación, si la hay, limitada sobre el capital entregado como condición para ser socio. Los socios asignan los excedentes para todos o alguno de los siguientes fines: el desarrollo de su cooperativa mediante el establecimiento de reservas, de las cuales por lo menos una parte sería no repartible; lo cual beneficia a los socios en proporción a sus operaciones con la cooperativa, y el apoyo de otras actividades aprobadas por los socios.


			• Cuarto principio: autonomía e independencia. Las cooperativas son organizaciones autónomas de autoayuda, gestionadas por sus socios. Si firman acuerdos con otras organizaciones, incluidos los gobiernos, o si consiguen capital de fuentes externas, lo hacen en términos que aseguren el control democrático por parte de sus socios y mantengan su autonomía cooperativa.


			• Quinto principio: educación, formación e información. Las cooperativas proporcionan educación y formación a los socios, a los representantes elegidos, a los directivos y a los empleados para que puedan contribuir de forma eficaz al desarrollo de sus cooperativas. Éstas informan al gran público, especialmente a los jóvenes y a los líderes de opinión, de la naturaleza y los beneficios de la cooperación.


			• Sexto principio: cooperación entre cooperativas. Las cooperativas sirven a sus socios lo más eficazmente posible y fortalecen el movimiento cooperativo trabajando conjuntamente mediante estructuras locales, nacionales, regionales e internacionales.


			• Séptimo principio: interés por la comunidad. Las cooperativas trabajan para conseguir el desarrollo sostenible de sus comunidades mediante políticas aprobadas por sus socios. 




			



			 






			Muchas de nuestras leyes cooperativas se remiten a dichos principios otorgándoles pleno valor legal. Sobre la formulación de los principios y su valor jurídico puede leerse a Iván J. Trujillo Díez (véase «Bibliografía»). 




			Bajo nuestra opinión, las cooperativas de viviendas son, sin duda, una de las tipologías de cooperativas que más se aleja en su funcionamiento de estos principios debido al desconocimiento general que existe sobre ellos en el sector inmobiliario y a su escasa repercusión en los tribunales.  




			No en vano, y como se verá a lo largo de este libro, muchas veces la cooperativa depende en exclusiva del buen hacer del gestor —quien tomó la iniciativa para constituirla—; sus socios esperan la entrega de la vivienda informada sin que se les incentive a una participación real en la gestión y con frecuencia la asamblea de socios no toma las principales decisiones o, si las toma, éstas ya vienen casi determinadas por el gestor, quien tomó la iniciativa del proyecto. Además, puesto que tienen un objeto efímero (la obtención de las viviendas), tienden poco a pensar a largo plazo: no forman a sus socios, no se dotan fondos de reserva que den solvencia económica a la entidad, etcétera. 




			Por último, hay que destacar que las cooperativas de viviendas pueden recibir soporte de las federaciones de cooperativas de ámbito autonómico y de la Confederación de Cooperativas de Viviendas de España (CONCOVI). Estas entidades destacan por su defensa ante la administración autonómica o estatal de los intereses cooperativos; no obstante lo anterior, por nuestra experiencia, funcionan algo alejadas del socio de base, debido, en parte, a que el cooperativista de viviendas, destinatario de la vivienda, sólo tiene un interés temporal en su condición de cooperativista, que alcanza exclusivamente hasta que se le entregue la misma.  
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			¿Cooperativa de viviendas o comunidad de propietarios?




			



			 










			Un director general de una inmobiliaria nos preguntaba qué fórmula de  autopromoción usar para un colectivo de cincuenta personas en Pozuelo  de Alarcón (Madrid). Las viviendas eran semejantes y todas destinadas a  vivienda habitual. Le avanzamos que para una promoción homogénea  destinada a viviendas, lo más fácil sería una cooperativa. Sin embargo,  al cabo de un tiempo, nos informó de que finalmente habían elegido el régimen de comunidad, argumentando que tenía mejor marketing que las  cooperativas. 




			



			 




			Clave: Tanto las comunidades como las cooperativas construyen para sus miembros, pero su funcionamiento es notablemente distinto.  





			 






			Tanto las cooperativas como las comunidades de propietarios son promotores inmobiliarios cuyos miembros son a su vez los destinatarios de las viviendas. Ambas entidades son, por tanto, autopromotores.  




			La comunidad de propietarios promotora es una entidad distinta que la comunidad de propietarios tradicional. La primera, también llamada comunidad ad aedificandum y estudiada singularmente por Gerardo Muñoz de Dios (véase «Bibliografía»), tiene como fin la construcción de las viviendas, su existencia es anterior a la comunidad de vecinos y su funcionamiento obedece a normas distintas a la de la propiedad horizontal; funciona como una simple comunidad de bienes de carácter empresarial, aunque generalmente sin ánimo de lucro. La comunidad tradicional o de vecinos, en cambio, constituye el pilar jurídico para la conservación y administración del inmueble ya construido. Ambas comunidades, aunque participan de normas semejantes, son realidades distintas. La comunidad ad aedificandum ha sido equiparada por algunos autores a los supuestos de prehorizontalidad, es decir, aquella situación jurídica en la que las viviendas han sido proyectadas pero que todavía no se han concluido ni entregado a sus propietarios. La prehorizontalidad ha sido examinada por muchos autores; destacamos el estudio de César García-Arango y Díaz Saavedra (véase «Bibliografía»), que aboga por dotarla de mayor seguridad jurídica.  




			La formación de cooperativas y de comunidades de propietarios prehorizontales suele ser promovida por entidades gestoras y persiguen una finalidad similar: construir generalmente para sus integrantes viviendas, garajes, trasteros, locales y demás unidades edificatorias; asimismo, pretenden una adjudicación de dichas unidades en condiciones más favorables que las de mercado y con cierto grado de autodecisión sobre el producto final. 




			Compartiendo lo anterior, sin embargo, hay muchas diferencias entre el régimen cooperativo y el prehorizontal: 




			



			 






			• La cooperativa ofrece una mayor seguridad jurídica en cuanto a su funcionamiento y es, por tanto, más apropiada para colectivos numerosos, por ejemplo: 


			• La cooperativa tiene una regulación minuciosa (leyes, reglamentos) que tasan correctamente el derecho de información de los socios y procuran ciertas garantías en su desarrollo: auditoría, contabilización y responsabilidad separada por fases, recursos internos ante asambleas o comités distintos al órgano de administración. 


			• La cooperativa inscribe gran parte de sus actos jurídicos en el Registro de Cooperativas, que goza de similares principios que el Registro Mercantil.




			La comunidad prehorizontal carece de estas garantías, si bien es cierto que puede ofrecer más seguridad jurídica, en cuanto a la propiedad de la vivienda, al permitir inscribir una cuota o la vivienda en construcción en el Registro de la Propiedad a favor de su destinatario final. 


			• Por su parte, la comunidad permite una mayor autorregulación que, efectuada con rigor, puede ajustarse más a las necesidades de la promoción, sobre todo en caso de un reducido número de copropietarios, por ejemplo: 


			• Puede establecerse un sistema de votación tanto por individuos como por coeficientes de participación; estos coeficientes pueden atender a criterios de superficie o a otros que se consideren más apropiados.




			En una cooperativa de viviendas no se permite el voto plural por el que un cooperativista pueda tener más votos que otro si, por ejemplo, es adjudicatario de tres viviendas. 


			• En la comunidad, el órgano de administración puede coincidir con la gestora, lo cual no deja de ser, a veces, fiel reflejo de la realidad. 




			• La cooperativa funciona bajo el principio legal de libre adhesión y baja voluntaria que permite, en todo caso, la desvinculación del proyecto; los pactos de indivisión u otros similares pueden imposibilitar la desvinculación en las comunidades. 




			• En situaciones excepcionales y en operaciones con terceros no socios, los socios de la cooperativa pueden gozar del beneficio de responsabilidad limitada como en una sociedad mercantil. En el resto de las operaciones la responsabilidad de los socios o copropietarios frente a los acreedores es similar. 




			• La sujeción de la gestora de comunidades a apoderamientos voluntarios de carácter general evidencia su intervención decisoria en la promoción, lo que le hace responder como un promotor; en cambio, la gestora de la cooperativa puede incurrir más fácilmente en promoción encubierta ya que siempre debe existir un órgano de administración para la cooperativa. 




			• Existe un régimen fiscal específico especialmente bonificado en tributación indirecta (ITP/AJD) y local (IBI, IAE) para las cooperativas de viviendas. También, en menor medida, existen beneficios de tipo administrativo a su favor. 




			• La cooperativa exige un número mínimo de socios (más de tres, por lo general) y no pueden formar parte de ella, también por lo general, entidades mercantiles con ánimo de lucro. 




			



			 






			De lo anterior, y por nuestra experiencia, se puede concluir que las comunidades de propietarios suelen utilizarse para colectivos mucho más pequeños que las cooperativas; también se utilizan más para proyectos de viviendas heterogéneos en los que sus integrantes pueden ser entidades empresariales de todo tipo.  




			La gestión de comunidades suele ser promovida por empresas de gestión que se configuran desde el principio como promotores inmobiliarios y que incluso algunas veces llegan a garantizar el precio y el plazo de entrega. 
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			¿Qué es la gestora de una cooperativa de viviendas?


			





			



			 






			En muchos concursos públicos, cuando se licitaba para la adquisición de  suelo municipal donde edificar viviendas, el ayuntamiento decidía en  función de la gestora que respaldaba el proyecto. 




			



			 




			Clave: La gestora suele ser la que mejor conoce el desarrollo inmobiliario y de ella depende el éxito de la cooperativa.  





			 






			En la mayoría de las ocasiones el gestor o la gestora es la persona física o la empresa que impulsa y toma la iniciativa para la creación de una cooperativa de viviendas sobre la base de un desarrollo inmobiliario en curso. 




			Esta persona suele asumir la tarea de constituir legalmente la cooperativa e intentar adherir cooperativistas al proyecto inicial. Frecuentemente la adhesión del cooperativista supone la oferta de un proyecto inmobiliario detallado cuyo análisis de viabilidad económico, urbanístico y jurídico ha sido efectuado por la gestora. 




			La gestora, en la mayoría de los casos, es la que toma la iniciativa del proyecto y su interés se centra en gestionar el colectivo, no en vender las viviendas. Se puede decir que, salvo contadas excepciones, sin gestora no hay cooperativa.  




			Por lo general, el precio de sus servicios supone desde un 3 a un 15 por ciento sobre el coste económico total de la promoción inmobiliaria. Su labor es muy completa, hasta el punto de que en ella radica el centro de gestión administrativa de la cooperativa, quien sólo mantiene un contrato privado de prestación de servicios con ella. La cooperativa carece de personal propio y en la medida que la prestación de servicios del gestor se convierta en una toma de decisiones por cuenta de la cooperativa, el gestor será más promotor que gestor; en este caso estaremos en los supuestos de promoción encubierta o falsa cooperación que se detallan en la pregunta 6. 




			Para ser gestor de cooperativas no es necesaria ninguna cualificación profesional. Precisamente es en este aspecto, junto con otros que apuntaremos a lo largo de este libro, donde una falta de profesionalidad en el análisis de viabilidad del proyecto inmobiliario al que se han adherido muchos interesados puede provocar un verdadero desastre económico y mediático. 




			Hemos tenido noticias en la Comunidad de Madrid de algún anteproyecto sobre gestoras de cooperativas que pretendía que fuera necesaria una calificación administrativa para poder desarrollar su desempeño, en concreto, en el ámbito de las viviendas protegidas. Además, querían que fuera necesaria la inscripción en un registro administrativo por parte de la gestora. También se pretendía impedir que la gestora pudiera tener una participación directiva en la cooperativa. Creemos que estas ideas son acertadas; la calificación administrativa es más necesaria para el gestor que para el promotor inmobiliario, por cuanto el cooperativista asume la responsabilidad del proyecto que a veces ha sido gestado por otros; en cambio, el promotor asume sus propias responsabilidades frente a los destinatarios de la vivienda. Sin embargo, en esta materia, las administraciones sólo reaccionan ante el escándalo mediático que supone que miles de familias se queden sin vivienda, y nunca están dotadas de medios suficientes para verificar que la legalidad se cumple cuando el proyecto está en marcha. 




			La labor del gestor se da por concluida normalmente al año o a los dos años de entregarse las viviendas, y es muy habitual que la cooperativa no tenga el soporte profesional necesario para su disolución y liquidación, lo cual perjudica en especial al consejo rector, tal y como abordaremos en la pregunta 50. 
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			¿Qué se necesita para constituir una cooperativa?




			



			 






			En una ocasión, acudió a nuestra consulta un arquitecto que había decidido constituir una cooperativa de viviendas junto con algunos antiguos compañeros de carrera. No querían una gestora que se encargara  de todo, sino que pretendían contratar a profesionales independientes  que se encargaran de las distintas áreas (jurídica, fiscal, contable, etcétera). Al ver mi cara de sorpresa, preguntó: «¿Qué ocurre? ¿No es posible  hacerlo de esta forma?». Le contesté: «¡Es perfectamente posible! Sólo  que es la primera vez que veo algo así… nada más». 




			



			 




			Clave: Para constituir una cooperativa basta con tres socios y muy poco capital social. Asimismo, es necesario conocer la situación urbanística del suelo sobre el que se edificará.  





			 






			Para la constitución legal de una cooperativa de viviendas basta con tres socios, según la ley estatal (artículo 8 de la Ley 27/1999) y un desembolso en concepto de capital social que suele ser muy poco significativo, dado que las sociedades cooperativas funcionan con capitales variables y tienen fijado por ley capitales sociales mínimos de escasa cuantía. Por ejemplo: en Madrid, para todos los socios promotores la cifra es de 1.800 euros, pero se permite sólo su desembolso al 25 por ciento (artículo 49.1 de la Ley 4/1999, de Madrid). En Castilla y León la cifra es de 3.000 euros y debe estar completamente desembolsado (artículo 118.2 de la Ley 4/2002, de Castilla y León). 
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